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d) Distribución de los recursos materiales y huma-
nos en los centros educativos del municipio.

e) Planes de actuación del municipio en los centros,
como actividades complementarias y extraescolares, ser-
vicios educativos, utilización compartida de instalacio-
nes, programas educativos (tales como primer ciclo de
Educación Infantil, Programas de Garantía Social y Edu-
cación de Adultos) y medidas de promoción educativa.

f) Convenios y acuerdos de colaboración entre el
Ayuntamiento y otras administraciones que afecten a
la enseñanza dentro del ámbito municipal.

g) Otras actuaciones y disposiciones municipales
que afecten al servicio educativo.

2. El Consejo Escolar Municipal podrá, a iniciativa
propia, elevar a las administraciones competentes infor-
mes o propuestas para el mejor funcionamiento del ser-
vicio educativo.

3. Al finalizar cada curso, el Consejo Escolar Muni-
cipal elaborará un informe sobre la situación del sistema
educativo en el municipio que será enviado a la Con-
sejería de Educación y Juventud, a la Corporación Muni-
cipal, al Consejo Escolar de Zona, si lo hubiere, o en
su defecto al Consejo Escolar de Cantabria.

Disposición adicional primera. Constitución del Conse-
jo Escolar de Cantabria.

1. El Consejo Escolar de Cantabria deberá consti-
tuirse en el plazo de tres meses, a partir de la entrada
en vigor de la presente Ley.

2. El Consejo Escolar de Cantabria quedará valida-
mente constituido cuando se hayan integrado en él, al
menos, dos tercios de sus representantes o miembros.
A tal efecto, la Consejería de Educación y Juventud con-
vocará a los miembros para constituirse en Consejo.

Disposición adicional segunda. Designación de repre-
sentantes en el Consejo Escolar de Cantabria.

En el plazo de un mes a partir de la fecha de publi-
cación de la presente Ley en el «Boletín Oficial de Can-
tabria», las entidades, organismos e instituciones a que
se refiere el artículo 8, procederán a la designación de
sus representantes en el Consejo Escolar de Cantabria,
y remisión de las correspondientes propuestas de nom-
bramiento a la Consejería de Educación y Juventud.

Disposición adicional tercera. Reglamento de organi-
zación y funcionamiento del Consejo Escolar de Can-
tabria.

1. En el plazo de tres meses, a partir de su cons-
titución, el Consejo Escolar de Cantabria elaborará su
propio Reglamento de organización y funcionamiento,
en el que se regulará el procedimiento para la convo-
catoria y celebración de las sesiones del Pleno y de las
Comisiones, la forma de aprobar las propuestas e infor-
mes, el régimen de constitución y funcionamiento de
las Comisiones y cuanto resulte necesario para el ade-
cuado funcionamiento del Consejo.

2. El Reglamento de organización y funcionamiento
del Consejo Escolar se someterá a la aprobación del
Gobierno de Cantabria.

Disposición adicional cuarta. Sustitución de vocales del
Consejo Escolar de Cantabria.

Con carácter excepcional, transcurridos dos años des-
de la constitución inicial del Consejo Escolar de Can-

tabria, cada sector representado en el mismo podrá pro-
ceder a la sustitución de la mitad de sus vocales según
sus criterios internos.

Disposición transitoria única. Consejos Escolares Muni-
cipales.

Los Consejos Escolares Municipales que se hubieran
creado por iniciativa de los Ayuntamientos con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, ade-
cuarán su estructura, composición y funcionamiento, en
el plazo de un año, a lo establecido en esta Ley.

Disposición final primera. Normas de desarrollo.

Se autoriza al Gobierno de Cantabria a dictar cuantas
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución
de esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria».

Palacio del Gobierno de Cantabria, 24 de marzo
de 1999.

JOSÉ JOAQUÍN MARTÍNEZ SIESO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Cantabria» extraordinario número 3,
de 26 de marzo de 1999)

10363 LEY 4/1999, de 24 de marzo, reguladora de
los Organismos Públicos de la Comunidad
Autónoma de Cantabria.

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA

Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria
ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2.o del
Estatuto de Autonomía para Cantabria, promulgo la
siguiente Ley de Cantabria 4/1999, de 24 de marzo,
reguladora de los Organismos Públicos de la Comunidad
Autónoma de Cantabria.

PREÁMBULO

El artículo 36 del Estatuto de Autonomía para Can-
tabria dispone que: «corresponde a la Comunidad Autó-
noma la creación y estructura de su propia Adminis-
tración Pública, dentro de los principios generales y nor-
mas básicas del Estado».

Cumpliendo con dicha previsión estatutaria, la Comu-
nidad se ha dotado de la vigente Ley de 28 de abril
de 1997, y antes el 26 de abril de 1984, de Régimen
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Dipu-
tación Regional de Cantabria.

El apartado 2 del artículo 1 de esta Ley contempla
la existencia de los organismos públicos, en calidad de
organismos instrumentales diferenciados de la propia
Administración de la Comunidad Autónoma, que debe-
rán ser regulados por una ley específica.

De otro lado, el propio Estatuto de Autonomía, en
su artículo 37, prevé también, de manera más directa,
la existencia de «organismos y entidades que se esta-
blezcan» para ejercer funciones administrativas.

Y el apartado 3 del artículo 57, dispone categóri-
camente que «la Comunidad Autónoma de Cantabria
podrá constituir empresas públicas como medio de eje-
cución de las funciones que sean de su competencia».
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En este sentido el apartado 1 del artículo 4 de la Ley
de Cantabria 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas,
contempla las entidades autónomas de la Comunidad
y las Empresas Públicas Regionales.

Se dispone, por tanto, de título competencial y de
exigencia estatutaria y legal, para instar una ley que regu-
le la que ha sido llamada «Administración Institucional»
completando así, con la futura Ley de Comarcas, el marco
legislativo básico para ordenar el conjunto de la Admi-
nistración Pública de la Comunidad Autónoma.

Desde estas premisas básicas, se ha redactado esta
Ley de los Organismos Públicos de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria.

Y para ello se ha adoptado como modelo la propia
Ley del Estado de 14 de abril de 1997, de Organización
y Funcionamiento de la Administración General del Esta-
do, y en concreto su Título III, y no para hacer una trans-
posición de la misma, sino por el elemental sentido de
poner el máximo de armonía y coherencia al conjunto
del ordenamiento jurídico, buscando, como es obvio, el
máximo de claridad y seguridad jurídica en la regulación
de las instituciones del autogobierno.

Con esta necesaria referencia, la sistemática de esta
Ley se ordena en cinco capítulos: El I dedicado a las
Disposiciones Generales, el II a los Organismos Autó-
nomos, el III a las Entidades Públicas Empresariales, el IV
a la Creación Modificación y Extinción de los Organismos
Públicos y el V a los Recursos Económicos y Bienes
adscritos.

Completa la Ley una disposición transitoria y una final.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Creación y actividades propias de los orga-
nismos públicos.

La Comunidad Autónoma de Cantabria, de acuerdo
con la legislación básica del Estado, podrá crear orga-
nismos públicos que tengan por objeto la realización
de actividades de ejecución o gestión tanto administra-
tivas de fomento o prestación, como de contenido eco-
nómico reservadas a la Comunidad Autónoma, cuyas
características justifiquen su organización y desarrollo
en régimen de descentralización funcional, con el régi-
men y requisitos establecidos en la presente Ley.

Los organismos públicos se crearán por ley del Par-
lamento de Cantabria.

Artículo 2. Dependencia y adscripción.

Los organismos públicos de la Comunidad Autónoma
dependen de ésta y se adscriben directamente, o por
medio de otro organismo público, a la Consejería com-
petente por razón de la materia, a través del órgano
que en la ley de creación se determine.

Artículo 3. Personalidad jurídica y potestades.

1. Los organismos públicos tienen personalidad jurí-
dica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios,
así como autonomía de gestión en los términos de esta
Ley.

2. Dentro de su ámbito de competencias, les corres-
ponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevea
su ley de creación, salvo la potestad expropiatoria.

Por Decreto del Gobierno de Cantabria, podrá atri-
buirse a los organismos públicos la facultad de ordenar
aspectos secundarios del funcionamiento del servicio

encomendado en el marco y con el alcance establecido
por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico
de dicho servicio.

Artículo 4. Clasificación y adscripción de los organis-
mos públicos.

1. Los organismos públicos se clasifican en:

a) Organismos autónomos.
b) Entidades públicas empresariales.

2. Los organismos autónomos dependen de una
Consejería a la que corresponde la dirección estratégica,
la evaluación y el control de los resultados de su acti-
vidad, directamente o por medio del organismo al que
esté adscrito.

3. Las entidades públicas empresariales dependen
de una Consejería o de un organismo autónomo, corres-
pondiendo las funciones aludidas en el apartado anterior
al órgano de adscripción de la Consejería u organismo.

Artículo 5. Aplicación de los principios generales de
la Administración Pública.

1. Los organismos públicos se ajustarán al principio
de instrumentalidad respecto de los fines y objetivos
que tengan específicamente asignados.

2. Además, en su organización y funcionamiento:

a) Los organismos autónomos se atendrán a los cri-
terios dispuestos para la Administración de la Comunidad
Autónoma en el Título IV de la Ley de Cantabria 2/1997,
de 28 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de
la Administración.

b) Las Entidades Públicas Empresariales se regirán
igualmente por los criterios establecidos para la Admi-
nistración Pública en la referida Ley de la Comunidad
Autónoma de Cantabria, sin perjuicio de las peculiari-
dades contempladas en el Capítulo III de la presente
Ley en consideración a la naturaleza de sus actividades.

CAPÍTULO II

Los organismos autónomos

Artículo 6. Funciones.

1. Los organismos autónomos se rigen por el Dere-
cho Administrativo y se les encomienda, en régimen de
descentralización funcional y en ejecución de programas
específicos de la actividad de una Consejería, la rea-
lización de actividades de fomento, prestacionales o de
gestión de servicios públicos.

2. Para el desarrollo de sus funciones, los organis-
mos autónomos dispondrán de los ingresos propios que
estén autorizados a obtener, así como de las restantes
dotaciones que puedan percibir a través de los Presu-
puestos de la Comunidad Autónoma.

Artículo 7. Nombramiento de los titulares de los órganos.

El nombramiento de los titulares de los órganos de
los organismos autónomos se regirá por las normas apli-
cables para el nombramiento de los Secretarios gene-
rales y Directores generales contenidas en la Ley de
Cantabria 2/1997, de 28 de abril, de Régimen Jurídico
del Gobierno y de la Administración.

Artículo 8. Personal.

1. El personal al servicio de los organismos autó-
nomos será funcionario o laboral, en los mismos términos
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que los establecidos para la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

2. El titular del máximo órgano de dirección del orga-
nismo autónomo tendrá atribuidas, en materia de gestión
de recursos humanos, las facultades que le asigna la
legislación específica.

3. El organismo autónomo estará obligado a aplicar
las instrucciones sobre recursos humanos establecidas
por la Consejería de la Presidencia y a comunicarle cuan-
tos acuerdos o resoluciones adopte en materia de per-
sonal, en asuntos de relevancia.

Artículo 9. Patrimonio.

1. Los organismos autónomos, además de su patri-
monio propio, podrán tener adscritos, para su adminis-
tración, bienes del patrimonio de la Comunidad Autó-
noma.

Respecto de su patrimonio propio, podrán adquirir,
a título oneroso o gratuito, poseer, arrendar bienes y
derechos de cualquier clase, incorporándose el patrimo-
nio de la Comunidad Autónoma los bienes que resulten
innecesarios para el cumplimiento de sus fines.

Las adquisiciones y enajenaciones de bienes inmue-
bles se realizarán conforme a las normas establecidas
en la Ley de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre,
de Patrimonio.

2. La afectación de bienes y derechos patrimoniales
propios a los fines o servicios públicos que presten los
organismos autónomos será acordada por la Consejería
de Economía y Hacienda, a propuesta de los órganos
de gobierno del organismo autónomo, entendiéndose
implícita la afectación a dichos fines al acordarse la
adquisición.

La desafectación y cambio de destino de los bienes
se realizará igualmente por la Consejería de Economía
y Hacienda en la forma prevista en la Ley de Cantabria
7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio.

3. Los bienes y derechos que la Comunidad Autó-
noma adscriba a los organismos autónomos conservarán
su calificación jurídica originaria y únicamente podrán
ser utilizados para el cumplimiento de sus fines. Los orga-
nismos autónomos ejercerán cuantos derechos y prerro-
gativas relativos al dominio público se encuentren legal-
mente establecidos, a efectos de la conservación, correc-
ta administración y defensa de dichos bienes. La ads-
cripción de los mismos será acordada por la Consejería
de Economía y Hacienda, de conformidad con la Ley
de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimo-
nio, y demás leyes aplicables.

4. Los organismos autónomos formarán y manten-
drán actualizado su inventario de bienes y derechos, tan-
to propios como adscritos, con excepción de los de carác-
ter fungible.

El inventario se rectificará, en su caso, anualmente
con referencia al 31 de diciembre y se someterá a la
aprobación del órgano de gobierno del organismo.

El inventario y sus modificaciones, una vez aprobadas,
serán remitidas anualmente a la Consejería de Economía
y Hacienda.

Artículo 10. Contratación.

1. Los contratos que celebren los organismos autó-
nomos se regirán por lo dispuesto en la Ley 13/1995,
de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones
Públicas, por las demás normas básicas del Estado vigen-
tes en cada momento, por las reglas sobre contratación
contenidas en la Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de
abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Admi-
nistración, y en sus normas de desarrollo.

2. La ley de creación de organismos autónomos
determinará los órganos de contratación de sus respec-
tivos entes, pudiendo fijar los titulares de las Consejerías
a que se hallen adscritos, la cuantía a partir de la cual
será necesaria su autorización para la celebración de
los contratos.

Artículo 11. Régimen presupuestario

El régimen presupuestario, económico-financiero, de
contabilidad, intervención y de control financiero será
el establecido por la Ley de Cantabria 7/1984, de 21
de diciembre, de Finanzas.

Artículo 12. Control de eficacia.

Los organismos autónomos están sometidos a un
control de eficacia, que será ejercido por la Consejería
a la que estén adscritos, sin perjuicio del control esta-
blecido al respecto por la Ley de Cantabria 7/1984,
de 21 de diciembre, de Finanzas. Dicho control tendrá
por finalidad comprobar el grado de cumplimiento de
los objetivos y la adecuada utilización de los recursos
asignados.

Artículo 13. Actos y resoluciones.

A los actos y resoluciones de los órganos de los orga-
nismos autónomos les serán aplicables las reglas corres-
pondientes contenidas en la Ley de Cantabria 2/1997,
de 28 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de
la Administración.

Artículo 14. Impugnaciones y recursos.

Contra los actos y resoluciones dictados por los órga-
nos de los organismos autónomos procederá recurso
de alzada ante el Consejero del Departamento al que
esté adscrito el organismo.

Las reclamaciones previas al ejercicio de las acciones
civiles y laborales, serán resueltas por el órgano máximo
del organismo autónomo.

CAPÍTULO III

Las entidades públicas empresariales

Artículo 15. Funciones y régimen general.

1. Las entidades públicas empresariales son orga-
nismos públicos a los que se encomienda la realización
de actividades prestacionales, la gestión de servicios o
la producción de bienes de interés público susceptibles
de contraprestación.

2. Las entidades públicas empresariales se rigen por
el Derecho privado, excepto en la formación de la volun-
tad de sus órganos, en el ejercicio de las potestades
administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos
específicamente regulados para las mismas en esta Ley,
en sus Estatutos y en la legislación presupuestaria.

Artículo 16. Ejercicio de potestades administrativas.

1. Las potestades administrativas atribuidas a las
entidades públicas empresariales, sólo pueden ser ejer-
cidas por aquellos órganos de éstas a los que, en los
Estatutos, se les asigne expresamente esta facultad.

2. No obstante, a los efectos de esta Ley, los órga-
nos de las entidades públicas empresariales no son asi-
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milables en cuanto a su rango administrativo al de los
órganos de la Administración de la Comunidad Autó-
noma, salvo las excepciones que, a determinados efec-
tos, se fijen en cada caso en sus Estatutos.

Artículo 17. Personal.

1. El personal de las entidades públicas empresa-
riales se rige por el Derecho Laboral, con las especi-
ficaciones dispuestas en este artículo.

2. La selección del personal laboral de estas enti-
dades se realizará conforme a las siguientes reglas:

a) El personal directivo, que se determinará en los
Estatutos de la entidad, será nombrado con arreglo a
las normas y criterios establecidos para el nombramiento
de los Secretarios generales y Directores generales con-
tenidos en la Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de abril,
de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración.

b) El resto del personal será seleccionado mediante
convocatoria pública basada en los principios de igual-
dad, mérito y capacidad, a través de concurso, oposición
o concurso-oposición.

3. La determinación y modificación de las condi-
ciones retributivas, tanto del personal directivo como
del resto del personal, requerirán el informe conjunto,
previo y favorable de las Consejerías de Presidencia y
de Economía y Hacienda.

4. Las Consejerías a que se refiere el apartado ante-
rior efectuarán, con la periodicidad adecuada, controles
específicos sobre evolución de los gastos de personal
y de la gestión de los recursos humanos, conforme a
los criterios previamente establecidos por los mismos.

5. La ley de creación de cada entidad pública empre-
sarial deberá determinar las condiciones conforme a las
cuales, los funcionarios de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma y, en su caso, de otras Administraciones
Públicas, podrán cubrir destinos en la referida entidad
y establecerá, asimismo, las competencias que a la mis-
ma correspondan sobre este personal que, en todo caso,
serán las que tengan legalmente atribuidas los organis-
mos autónomos.

Artículo 18. Patrimonio.

1. Las entidades públicas empresariales, además de
patrimonio propio, pueden tener bienes adscritos por
la Administración de la Comunidad Autónoma.

2. El régimen de gestión de sus bienes patrimoniales
propios es el establecido en el artículo 9 de esta Ley
para los organismos autónomos.

3. Los bienes y derechos que la Administración de
la Comunidad Autónoma adscriba a las entidades públi-
cas empresariales conservarán su calificación jurídica
originaria y únicamente podrán ser utilizados para el
cumplimiento de sus fines. Las entidades públicas empre-
sariales ejercerán cuantos derechos y prerrogativas
relativas al dominio público se encuentran legalmente
establecidas, a efectos de la conservación, correcta admi-
nistración y defensa de dichos bienes. La adscripción
y reincorporación de los mismos al Patrimonio de la
Comunidad Autónoma será acordada por la Consejería
de Economía y Hacienda, de conformidad con la Ley
de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimo-
nio, y demás leyes que resulten aplicables.

4. Las entidades públicas empresariales formarán
y mantendrán actualizado su inventario de bienes y dere-
chos, tanto propios como adscritos, con excepción de
los de carácter fungible. El inventario se rectificará, en
su caso, anualmente con referencia al 31 de diciembre

y se someterá a la aprobación del órgano de gobierno
del organismo.

El inventario y sus modificaciones, una vez aprobadas,
serán remitidos anualmente a la Consejería de Economía
y Hacienda.

Artículo 19. Contratación.

1. Los contratos que celebren las entidades públicas
empresariales, se regirán por lo dispuesto en la Ley
13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, por las demás normas básicas del
Estado vigentes en cada momento, por las reglas sobre
contratación contenidas en la Ley de Cantabria 2/1997,
de 28 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de
la Administración, y en sus normas de desarrollo.

2. La ley de creación de las entidades públicas
empresariales determinará los órganos de contratación
de sus respectivos entes, pudiendo fijar el titular de la
Consejería de Economía y Hacienda la cuantía a partir
de la cual será necesaria su autorización para la cele-
bración de los contratos.

Artículo 20. Régimen presupuestario.

El régimen presupuestario, económico-financiero, de
contabilidad, intervención y de control financiero de las
entidades públicas empresariales será el establecido en
la Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de diciembre, de
Finanzas.

Artículo 21. Control.

1. Las entidades públicas empresariales están
sometidas a un control de eficacia que será ejercido
por la Consejería de Economía y Hacienda, directamente
o a través, en su caso, por el organismo público al que
estén adscritas, sin perjuicio del control establecido al
respecto por la Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de
diciembre, de Finanzas. Dicho control tendrá por fina-
lidad comprobar el grado de cumplimiento de los obje-
tivos y la adecuada utilización de los recursos asignados.

2. El control del cumplimiento de los compromisos
que, en su caso, hubiere asumido la entidad pública en
un convenio o contrato-programa, corresponderá ade-
más a la Comisión de seguimiento regulada en el propio
convenio o contrato-programa, y a la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

Artículo 22. Impugnaciones y recursos.

1. Contra los actos de las entidades públicas empre-
sariales dictados en el ejercicio de potestades adminis-
trativas procederá recurso de alzada ante el titular de
la Consejería a la que estén adscritas.

2. Las reclamaciones previas al ejercicio de las
acciones civiles y laborales serán resueltas por el órgano
máximo de la entidad.

CAPÍTULO IV

Creación, modificación y extinción de los organismos
públicos

Artículo 23. Creación.

1. La creación de los organismos autónomos y de
las entidades públicas empresariales se efectuará por
ley del Parlamento.

La ley de creación establecerá:

a) El tipo de organismo público que crea, con indi-
cación de sus fines generales, así como la Consejería
u organismo de adscripción.
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b) En su caso, los recursos económicos, así como
las peculiaridades de su régimen de personal, de con-
tratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que,
por su naturaleza, exijan norma con rango de ley.

2. El proyecto de ley de creación del organismo
público que se presente al Parlamento deberá ir acom-
pañado del proyecto de Estatutos y del plan inicial de
actuación del organismo a los que se refiere el artículo
siguiente.

Artículo 24. Estatutos.

1. Los Estatutos de los organismos públicos regu-
larán los siguientes extremos:

a) La determinación de los máximos órganos de
dirección del organismo, ya sean unipersonales o cole-
giados, así como su forma de designación, con indicación
de aquellos actos y resoluciones contra los que proceda
el recurso administrativo ordinario.

b) La configuración de los órganos colegiados, si
los hubiere, con las determinaciones siguientes:

1.o Sus fines y objetivos.
2.o Su integración administrativa o dependencia

jerárquica.
3.o La composición y los criterios para la designa-

ción de su presidente y de los restantes miembros.
4.o Las funciones de decisión, propuesta, informe,

seguimiento o control, así como cualquier otra que se
le atribuya.

c) Las funciones y competencias del organismo, con
indicación de las potestades administrativas generales
que éste puede ejercitar, y la distribución de las com-
petencias entre los órganos de dirección, así como el
rango administrativo de los mismos en el caso de los
organismos autónomos y la determinación de los órga-
nos que, excepcionalmente, se asimilen a los de un deter-
minado rango administrativo, en el supuesto de las enti-
dades públicas empresariales.

En el caso de las entidades públicas empresariales,
los Estatutos también determinarán los órganos a los
que se confieran el ejercicio de potestades administra-
tivas.

d) El patrimonio que se les asigne para el cumpli-
miento de sus fines y los recursos económicos que haya
de financiar el organismo.

e) El régimen relativo a recursos humanos, patri-
monio y contratación.

f) El régimen presupuestario, económico-financiero,
de intervención, control financiero y contabilidad, que
será, en todo caso, el establecido o que se establezca
en la Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de diciembre,
de Finanzas.

g) La facultad de creación o participación en socie-
dades mercantiles cuando ello sea imprescindible para
la consecución de los fines asignados.

2. Los Estatutos de los organismos públicos se tra-
mitarán y aprobarán por el Parlamento de Cantabria con-
juntamente con la ley de creación del organismo de que
se trate, que podrá delegar en el Gobierno de Cantabria
la modificación de algunos artículos, que serán expre-
samente detallados por la ley de creación.

Artículo 25. Plan inicial de actuación.

El Plan inicial de actuación del organismo público,
que será aprobado por el Gobierno a propuesta del titular
de la Consejería a la que haya de adscribirse, deberá
contar con el informe previo favorable de las Consejerías

de Presidencia y de Economía y Hacienda, y su contenido
incluirá, en todo caso, los siguientes extremos:

a) Los objetivos que el organismo deba alcanzar en
el área de actividad encomendada.

b) Los recursos humanos, financieros y materiales
precisos para el funcionamiento del organismo.

Artículo 26. Modificación y refundición.

1. La modificación o refundición de los organismos
públicos deberá realizarse por ley del Parlamento de
Cantabria.

2. Cuando la modificación afecte únicamente a la
organización interna del organismo público que no
suponga alteración de las materias para las que se pre-
cisa regulación por ley, podrá llevarse a cabo por Decreto
del Gobierno a propuesta de la Consejería al que esté
adscrito.

3. En todos los casos de refundición de organismos,
el proyecto de ley deberá acompañar el proyecto de
Estatutos y el Plan inicial de actuación en la forma pre-
vista en los artículos anteriores de este capítulo.

Artículo 27. Extinción y liquidación.

1. La extinción de los organismos públicos se pro-
ducirá:

a) Por determinación de una ley.
b) Por Decreto del Gobierno, a propuesta conjunta

de las Consejerías de Presidencia y de Economía y
Hacienda, de acuerdo con el Consejero u órgano máximo
del organismo de adscripción, en los casos siguientes:

1.o Por el transcurso del tiempo de existencia seña-
lado en la ley de creación.

2.o Porque la totalidad de sus fines y objetivos sean
asumidos por los servicios de la Administración de la
Comunidad Autónoma.

3.o Porque sus fines hayan sido totalmente cum-
plidos, de forma que no se justifique la pervivencia del
organismo público.

2. La norma correspondiente, que decrete la extin-
ción, establecerá las medidas aplicables al personal del
organismo afectado en el marco de la legislación regu-
ladora de dicho personal. Asimismo, determinará la inte-
gración en el patrimonio de la Comunidad Autónoma
de los bienes y derechos que, en su caso, resulten sobran-
tes de la liquidación del organismo, para su afectación
a servicios de la Administración de la Comunidad o ads-
cripción a los organismos públicos que procedan con-
forme a lo previsto en las disposiciones reguladoras del
Patrimonio de la Comunidad ingresándose en la Hacien-
da Pública de la misma el remanente líquido resultante,
si lo hubiere.

CAPÍTULO V

Recursos económicos y bienes adscritos

Artículo 28. Recursos económicos.

1. Los recursos económicos de los organismos autó-
nomos podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patri-
monio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.
c) Las consignaciones específicas que tuvieren asig-

nadas en los Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma.

d) Las transferencias corrientes o de capital que pro-
cedan de las Administraciones o entidades públicas.
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e) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que
estén autorizados a percibir, según las disposiciones por
la que se rijan.

f) Las donaciones, legados y otras aportaciones de
entidades privadas y de particulares.

g) Cualquier otro recurso que pudiera serles atri-
buido.

2. Las entidades públicas empresariales deberán
financiarse con los ingresos que se deriven de sus ope-
raciones y con los recursos económicos comprendidos
en las letras a), b), e) y g) del apartado anterior. Excep-
cionalmente, cuando así lo prevea la ley de creación,
podrán financiarse con los recursos señalados en las
restantes letras del mismo apartado.

Disposición adicional única. Sociedades mercantiles
públicas.

Las sociedades mercantiles públicas se regirán ínte-
gramente por ordenamiento jurídico privado, salvo en
las materias en las que sea aplicable la normativa pre-
supuestaria, contable, de control financiero y contrata-
ción. En ningún caso podrán disponer de facultades que
implique ejercicio de autoridad pública.

Disposición transitoria única. Adaptación de los orga-
nismos autónomos y las demás entidades de Derecho
público a las previsiones de esta Ley.

1. Los organismos autónomos y las demás entida-
des de Derecho público existentes en la actualidad, con-
tinuarán rigiéndose por la normativa vigente a la entrada
en vigor de esta Ley, hasta tanto se proceda a su ade-
cuación.

2. Dicha adecuación se llevará a efecto por Decreto
del Gobierno a propuesta conjunta de las Consejerías
de Presidencia y de Economía y Hacienda, en los siguien-
tes casos:

a) Adecuación de los actuales organismos autóno-
mos, cualquiera que sea su carácter, al tipo de organismo
autónomo previsto en esta Ley.

b) Adecuación de los entes incluidos en la letra b)
del apartado 1 del artículo 6 de la Ley General Presu-
puestaria al tipo de entidad pública empresarial.

Cuando la norma de adecuación incorpore peculia-
ridades respecto del régimen general de cada tipo de
organismo en materia de personal, contratación y régi-
men fiscal, la norma deberá tener rango de ley.

En todos los demás supuestos la adecuación de los
actuales organismos se producirá mediante ley.

3. Este proceso de adaptación deberá haber con-
cluido en un plazo máximo de dos años, a partir de
la entrada en vigor de esta Ley.

4. El personal de los organismos autónomos exis-
tentes a la entrada en vigor de esta Ley, que se trans-
formen en entidades públicas empresariales, continuará
rigiéndose por la normativa vigente en el momento de la
transformación hasta tanto se dicten las correspondien-
tes normas de adecuación.

Disposición final única.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el «Boletín Oficial de Cantabria».

Palacio del Gobierno Regional, 24 de marzo de 1999.

JOSÉ JOAQUÍN MARTÍNEZ SIESO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Cantabria» extraordinario número 3,
de 26 de marzo de 1999)

10364 LEY 5/1999, de 24 de marzo, de Ordenación
del Turismo de Cantabria.

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA

Conózcase que la Asamblea Regional de Cantabria
ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2.o del
Estatuto de Autonomía para Cantabria, promulgo la
siguiente Ley de Cantabria 5/1999, de 24 de marzo,
de Ordenación del Turismo de Cantabria.

PREÁMBULO

La Constitución Española, en el apartado 18 del ar-
tículo 148, y el Estatuto de Autonomía para Cantabria,
en el apartado 20 del artículo 24, otorgan a la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria la competencia exclusiva
en materia de promoción y ordenación del turismo en
su ámbito territorial.

La falta de regulación jurídica unitaria y por ley de
la actividad turística en la Comunidad Autónoma de Can-
tabria ha venido siendo en cierta medida subsanada con
normas dispersas y sectoriales, desde la Ley de Inspec-
ción y Régimen Sancionador a los diferentes Reglamen-
tos, entre otros, de empresas y actividades turísticas,
profesiones turísticas, turismo rural, agencias de viaje.
Muchas de estas normas, el Estatuto Ordenador de
Empresas y Actividades Turísticas, las reglamentaciones
de cafeterías y bares, de restaurantes, de hojas de recla-
maciones y de precios, se remontan a la década de 1960,
con un notable desfase entre la norma y la realidad social
del sector.

Existen, además, actividades que han ido surgiendo
en los últimos años, que inciden en el público turista
y en el consumidor en general y que carecen de regla-
mentación o control alguno, tales como las empresas
de «catering» y restauración a domicilio, los servicios
de restauración a colectividades, las organizaciones pro-
fesionales de Congresos, las centrales de reservas, las
empresas organizadoras de cursos para extranjeros o
en el extranjero.

Además de establecer un marco jurídico unitario y
adecuado a la realidad y evolución del sector, la Ley
de Ordenación del Turismo de la Comunidad Autónoma
de Cantabria persigue como objetivos fundamentales la
protección de los derechos tanto de los usuarios o con-
sumidores de los servicios y actividades inherentes al
funcionamiento de las empresas y establecimientos turís-
ticos como de los empresarios y trabajadores que los
prestan, la ordenación del sector respetuosa con el
excepcional entorno natural en que en buena parte se
presta, la marca e imagen turística de Cantabria, la par-
ticipación de los distintos subsectores y entidades de
la actividad económica y social en la planificación y eje-
cución de la política turística, la potenciación de la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria como destino turístico
y la concienciación sobre los beneficios que el turismo
representa para el trabajo y la economía de la Comunidad
Autónoma.

La presente Ley se estructura en siete títulos, 78 ar-
tículos, una disposición adicional, cinco disposiciones
transitorias, una derogatoria y dos finales.

El Título preliminar determina el objeto de la Ley y
su ámbito de aplicación.

El Título I delimita competencias de la Administración,
Consejería y Dirección responsables del área del turismo.

Al objeto de conseguir una mayor eficacia y agilidad
en las actividades de promoción, comercialización e
información turística, y siguiendo el modelo de otras
Administraciones Públicas, la Ley crea la «Sociedad de
Turismo de Cantabria, Sociedad Anónima», en cuyo Con-


